El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Temas: 



ACCIÓN POPULAR – AGOTAMIENTO DE JURISDICCIÓN – RESUELVE APELACIÓN – INADMITE EL RECURSO – MODIFICA JURISPRUDENCIA - “Se tiene que la funcionaria de primer grado rechazó la presente demanda constitucional, por agotamiento de jurisdicción, decisión contra la cual el actor presentó recurso de reposición y en subsidio apelación. No modificó su decisión y concedió la alzada con el argumento de la garantía del derecho de defensa del actor popular. 

Para adoptar la decisión pertinente, se recuerda que esta Sala, en época anterior (v. gr. en auto del 30 de julio de 2014 Rad: 2014-00136-01), había admitido dicho recurso. Sin embargo, es el momento de modificar su posición, de manera explícita en una acción popular, pues ya lo venía dejando sentado en diversas acciones de tutela, como puede verse en los expedientes 2015-00130, 2015-00590, 2015-00905, 2016-00089, 2016-00115, 2016-00191, para citar algunos.
(…)

Así las cosas, se tiene que i) el recurso de reposición procede contra todos los autos dictados en el trámite de la acción popular, y ii) la apelación es viable solo contra el auto que decreta las medidas cautelares y la sentencia de primera instancia, es decir, que los casos son taxativos en la norma especial (ley 472 de 1998), por lo que no puede darse un alcance mayor por circunstancias de garantías constitucionales, como se hace en el presente asunto.
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Corresponde a la Sala Unitaria determinar si se admite o no el recurso de apelación interpuesto contra el auto proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el pasado 20 de junio, en la acción popular iniciada por Mateo Mesa Galeano frente a BANCOLOMBIA ubicado en la ciudad de Bucaramanga, sucursal carrera 21 No. 31-31. 

   



Se tiene que la funcionaria de primer grado rechazó la presente demanda constitucional, por agotamiento de jurisdicción, decisión contra la cual el actor presentó recurso de reposición y en subsidio apelación. No modificó su decisión y concedió la apelación con el argumento de la garantía del derecho de defensa del actor popular. 





Para adoptar la decisión pertinente, se recuerda que esta Sala, en época anterior (v. gr. en auto del 30 de julio de 2014 Rad: 2014-00136-01), había admitido dicho recurso. Sin embargo, es el momento de modificar su posición, de manera explícita en una acción popular, pues ya lo venía dejando sentado en diversas acciones de tutela, como puede verse en los expedientes 2015-00130, 2015-00590, 2015-00905, 2016-00089, 2016-00115, 2016-00191, para citar algunos. Pero más claramente advirtió esa circunstancia en una aclaración de voto, que, en lo que interesa, fue del siguiente tenor: 





“TUTELA





EXPEDIENTES:

	1
	2015-00615-00
	2
	2015-00626-00
	3
	2015-00631-00
	4
	2015-00633-00
	5
	2015-00639-00

	6
	2015-00642-00
	7
	2015-00646-00
	8
	2015-00650-00
	9
	2015-00652-00
	10
	2015-00655-00

	11
	2015-00667-00
	12
	2015-00673-00
	13
	2015-00675-00
	
	
	
	


  


ACCIONANTE:
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA




ACCIONADO:
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA




Brevemente dejo aclarado mi voto en este asunto, en lo que tiene que ver con el siguiente aparte de la sentencia: 

  


“En la metodología enseñada por la doctrina constitucional, el primer examen consiste en verificar los presupuestos generales de procedibilidad, y para el caso se hallan debidamente cumplidos. El asunto es de relevancia constitucional; se agotaron los medios ordinarios, recursos de reposición y en parecer de esta Sala es improcedente la apelación
-
, ante la a quo (Subsidiariedad); las decisiones reprochadas no son de tutela; hay inmediatez porque las providencias que resolvieron el recurso de reposición y negaron la apelación están fechadas 24 y 28-09-2015; y la irregularidad realzada por la parte, resulta ser trascedente para el trámite de los asuntos.”

Concretamente aludo a la precisión de que para la Sala es improcedente el recurso de apelación contra el auto que rechaza una acción popular. En estricto sentido, eso es lo que se deduce del precedente citado, que acompasa con lo que sobre el particular dijo por vía de control de constitucionalidad la Corte del ramo, en su sentencia C-377 de 2002; tales referentes provienen de nuestro órgano de cierre en la jurisdicción ordinaria y del máximo intérprete de la Constitución Nacional, por lo cual se advierten como imperantes para los jueces civiles que conocen de acciones populares. 

Por ello, en vista de que esta Sala Unitaria ha venido admitiendo la tesis del Consejo de Estado acerca de la viabilidad de la alzada cuando se rechaza una acción popular, habrá oprtunidad de analizar a espacio la situación que ahora se revela, cuando el motivo del pronunciamieto sea ese explícitamente, para ver de concluir si se recoge este criterio y se aborda el que fija este derrotero jurisprudencial. 

…
Pereira, octubre 19 de 2015”
  



Es, precisamente, lo que se hará ahora, esto es, variar el criterio que antes se tenía sobre el particular, pues, en efecto, el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, prevé que “El recurso de apelación procederá contra la sentencia que se dicte en primera instancia, en la forma y oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civil (hoy Código General del Proceso) y deberá ser resuelto dentro de los veinte (20) días siguientes contados a partir de la radicación del expediente en la Secretaría del Tribunal competente”.




Por su parte, el articulo 26 ibídem, dispone de manera expresa que “El auto que decreta las medidas previas será notificado simultáneamente con la admisión de la demanda y podrá ser objeto de los recursos de reposición y apelación”.




Y el artículo 36 ibídem., dispone que “Contra los autos dictados durante el trámite de la Acción Popular procede el recurso de reposición, el cual será interpuesto en los términos del Código de Procedimiento Civil (hoy Código General del Proceso)”.




Así las cosas, se tiene que i) el recurso de reposición procede contra todos los autos dictados en el trámite de la acción popular, y ii) la apelación es viable solo contra el auto que decreta las medidas cautelares y la sentencia de primera instancia, es decir, que los casos son taxativos en la norma especial (ley 472 de 1998), por lo que no puede darse un alcance mayor por circunstancias de garantías constitucionales, como se hace en el presente asunto.





Sobre el tema, la Corte Suprema de Justicia en recientes sentencias, que ahora se acogen, y que van en contravía de lo expuesto por el Consejo de Estado, dejó claro que:

Tampoco podría exigírsele a aquél que, ante el fracaso horizontal y la denegación de la alzada frente a esa determinación final, emprendiese la queja, comoquiera que el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 no admite la apelación contra los autos dictados en curso de las acciones populares, restricción compatible con la Carta Política, de acuerdo con la sentencia C-377 de 2002 de la Corte Constitucional que examinó la demanda de inexequibilidad en que se denunciaba que la norma cerrara esa posibilidad, poniendo como ejemplo un evento similar al aquí planteado.

En asuntos semejantes, la Corte ha especificado que, (…) la formulación de los recursos ordinarios solo puede exigirse si los mismos se encuentran consagrados en el ordenamiento jurídico, porque de lo contrario se le estaría imponiendo al usuario una carga procesal que la ley no contempla (…) el reproche efectuado por el Tribunal se relaciona con la falta de interposición del recurso al que alude el artículo 348 de la codificación adjetiva frente al auto que negó la apelación formulada contra la providencia que rechazó la demanda por falta de competencia, “en aras de tramitar la queja”, según aseveró el a quo, medio de defensa que resulta improcedente (…) pues esa determinación no es susceptible de alzada (CSJ, STC 4 oct. 2013, rad 00224-01).

Igualmente, ha encontrado válida la denegación de la alzada pretendida por el gestor frente a rechazos semejantes, pronunciándose así:

La misma consideración puede realizarse respecto de las providencias del Tribunal, por medio de las cuales declaró inamisible el recurso de apelación y resolvió la súplica formulada contra la anterior resolución, pues lucen coherentes y ajustadas a la normatividad, en tanto que de conformidad con el artículo 36 de la Ley 472 de 1998 , contra las providencias dictadas en el curso de estas acciones populares, sólo procede el recurso de reposición y la apelación contra la sentencia de primera instancia (CSJ, STC, 4 nov. 2010, exp. 00540-01).
 





Posición aceptada por este Tribunal, en providencias del 7 de noviembre de 2014, 14 de diciembre de 2015 y 15 de octubre de 2015, en su orden, con radicados 2014-00232-01, 2015-00060-01 y 2015-00590-01 (4 acumuladas), del 16 de octubre de 2015 con radicado 2015-00615-01 (2 acumuladas), del 10 de febrero de 2016 con radicado 2016-00031-01 (8 acumuladas) y del 9 de junio de 2016 con radicado 2016-00580-01
 .




Y es que, no se puede seguir desconociendo lo que la Corte Constitucional, en sentencia de exequibilidad del artículo 36 de la Ley 472 de 1998, expuso sobre el tema:


En suma, entendida la norma en el sentido de que se aplica a todos los autos dictados durante el trámite de las acciones populares, no se desconoce la Carta Política pues el legislador en ejercicio de su libertad de configuración puede señalar en qué casos es o no es procedente el recurso de apelación, decisión que, según se advirtió, no conculca el principio de la doble instancia, ni los derechos de defensa, de acceso a la justicia y además la igualdad, porque con tal determinación se persigue una finalidad constitucionalmente admisible como es la de obtener la pronta y efectiva protección de los derechos e intereses colectivos amparados con las acciones populares, imprimiéndole celeridad al proceso judicial correspondiente.”

Al variar el enfoque que tenía esta Sala, viene como consecuencia obligada que se procederá a inadmitir el recurso de apelación interpuesto, por improcedente, y se ordenará la devolución del expediente al Juzgado de origen. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, INADMITE el recurso de apelación propuesto por la parte actora contra el auto del pasado 20 de junio, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la presente acción popular presentada por el señor Mateo Mesa Galeano frente a BANCOLOMBIA ubicado en la ciudad de Bucaramanga, sucursal carrera 21 No. 31-31.  

Vuelva el expediente al juzgado.

  



Notifíquese.

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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